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ACLARACIÓN DE VOTO
Me permito sustentar la aclaración  del voto manifestado en la Sala No. 016 del 6 de marzo de 2014, toda vez que comparto la decisión adoptada, pero es necesario precisar algunos razonamientos expresados en la obiter dicta del fallo mediante el cual resolvió: “Revocar el fallo de tutela proferido el 23 de enero del año en curso, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura de Bogotá, por medio del cual concedió la acción de tutela interpuesta por Antonio José Patiño Ascencio y otros, contra la Procuraduría General de la Nación, con ocasión del fallo sancionatorio proferido el 9 de diciembre de 2013 –confirmado el 13 de enero de 2014- contra el señor Alcalde Mayor de Bogotá, doctor GUSTAVO FRANCISCO PETRO URREGO, atendiendo a la consideraciones atrás vertidas, para en su lugar, negar el amparo a los derechos fundamentales aducidos por los accionantes”, ya que respecto de los derechos invocados por los accionantes se tiene:
PRIMERO.- Legitimación en la Causa por Activa.-  Los presupuestos normativos requeridos para incoar la acción constitucional de tutela, reiterados jurisprudencialmente, no se encuentran plenamente satisfechos por los accionantes,  razón suficiente para distanciarnos del argumento central del fallo de instancia que asumió la defensa y posterior concesión del amparo desde el concepto de eficacia de la elección, entendida como aquella que le garantiza al elector la potestad soberana de ser el único legitimado para decidir a través del ejercicio del sufragio la permanencia o no de su elegido en el cargo de elección popular, pero desconoció que éste derecho per se  no impone una exclusión a la responsabilidad del servidor público elegido popularmente, por lo que, en éste caso el Alcalde Mayor de Bogotá, D.C., no puede pretender evadir el control disciplinario que le dispensa la norma constitucional al Señor Procurador General de la Nación para vigilar el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas de los servidores públicos, incluidos los de elección popular; marco dentro del cual se adelantó la  investigación disciplinaria objeto de reproche por parte los tutelantes. 
En éste punto se hacía fundamental analizar la naturaleza jurídica de la elección del Procurador General de la Nación, quien al ser elegido a través de la representación derivada por parte del Congreso de la República, en esencia está actuando en forma indirecta en nombre del Constituyente Primario. De allí que sus atribuciones constitucionales consagradas en el artículo 277 de la Constitución Política, se consideran un claro ejercicio de esa democracia representativa y más aún cuando su función primordial es “la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas”.

La Corte Constitucional en sentencia T-887 de 2005, señaló:
“La Corte reconoce que una de las condiciones para la protección de los derechos a elegir y ser elegido como formas de participación democrática, consiste en garantizar que los elegidos pueden ejercer materialmente el cargo para el cual fueron designados. Esto con el fin de que estén en capacidad de desarrollar el programa político que presentaron a sus electores y de esa manera ejerzan en debida forma la representación de los mismos.

No obstante, el hecho que la elección de sus representantes sea una expresión de la voluntad popular no contrae, como lo consideran los accionantes, la inamovilidad de los funcionarios electos. En esta medida, la consecuencia del origen democrático de los representantes a corporaciones públicas consiste en la limitación de las posibilidades de remoción únicamente a los eventos en que concurran circunstancias excepcionales, previstas en la Constitución y en la ley, que pretendan la consecución de finalidades legítimas desde la perspectiva del Texto Constitucional.

Así, institutos jurídicos como la declaratoria de pérdida de investidura o la inhabilidad para el ejercicio de cargos públicos decretada como consecuencia de la sanción penal o disciplinaria, son instancias legítimas a partir de los cuales puede originarse la separación del cargo de elección popular, a condición que hayan sido precedidas de un proceso judicial o administrativo, según el caso, en el que se observen las garantías constitucionales y legales de que es titular el afectado con la decisión. Esto se explica en la medida en que dichos procedimientos y las sanciones que son resultados de los mismos, buscan proteger fines constitucionalmente valiosos, tales como la moralidad administrativa y la integridad del patrimonio público, a través de la sanción disciplinaria contra los servidores que al incumplir los deberes funcionales del cargo vulneran dichos bienes jurídicos.

Las implicaciones del tránsito de la democracia representativa a la democracia participativa hacen que el contenido de los derechos políticos no se agote en el ejercicio del sufragio, sino que también incluyan otras formas de participación, entre ellas el control político por parte de los electores y la posibilidad de exigir al representante el cumplimiento del programa político ofrecido1. Empero, la nueva dimensión que la actual Carta Política confiere a la participación carece de un alcance tal que permita concluir la imposibilidad de remoción de los servidores que, si bien han accedido al cargo como consecuencia de un procedimiento democrático directo, infringen las normas que están destinadas a la protección de bienes jurídicos relevantes desde la perspectiva constitucional.

En estos eventos, no puede concluirse que la imposibilidad de ejercicio de funciones públicas como efecto de la sanción penal o disciplinaria vulnere los derechos políticos de los electores, pues éstos, al carecer de carácter absoluto como los demás derechos fundamentales, pueden limitarse de forma excepcional, en los términos antes señalados, a fin de garantizar la eficacia de otros contenidos constitucionales protegidos por la imposición de sanciones penales o disciplinarias. Además, esta limitación dista de ser irrazonable o desproporcionada, pues en cualquier caso el ejercicio del derecho político continúa salvaguardado; bien mediante una nueva elección para el cargo que desempeñaba el funcionario destituido o a través de la sucesión por parte del siguiente candidato en la lista, según se trate de cargos uninominales o de corporaciones públicas”. (Se resalta)
SEGUNDO.- Obligatoriedad del precedente constitucional – Sentencia de Unificación.- La Ponencia debió referirse en forma clara y contundente a la obligatoriedad de todo operador judicial de acatar la Sentencias de Unificación de la Corte Constitucional –SU-712 de 2013-, por cuanto el fallo de primera instancia soslaya la aplicación integral de la decisión de la Corte Constitucional, y acude de manera incomprensible al Salvamento de Voto para sustentar su argumentación jurídica en aras de cuestionar la competencia del señor Procurador General de la Nación frente al control disciplinario que debe ejercer respecto de los servidores públicos elegidos popularmente. Lo anterior, contradice el artículo 48 de la Ley 270 de 1996, en cuanto a que dispone: “La interpretación que por vía de autoridad hace, tiene carácter obligatorio”.
En la Sentencia SU-047 de 1999, la Corte Constitucional al referirse a la función del precedente jurisprudencia, señaló:

“El respeto a los precedentes cumple funciones esenciales en los ordenamientos jurídicos, incluso en los sistemas de derecho legislado como el colombiano. Por ello, tal y como esta Corte lo ha señalado, todo tribunal, y en especial el juez constitucional, debe ser consistente en sus decisiones previas, al menos por cuatro razones de importancia constitucional. En primer término, por elementales consideraciones de seguridad jurídica y de coherencia del sistema jurídico, pues las normas, si se quieren que gobiernen la conducta de los seres humanos, deben tener un significado estable, por lo cual las decisiones de los jueces deben ser razonablemente previsibles. En segundo término, y directamente ligado a lo anterior, esta seguridad jurídica es básica para proteger la libertad ciudadana y permitir el desarrollo económico, ya que una caprichosa valoración de los criterios de interpretación pone en riesgo la libertad individual, así como la estabilidad de los contratos y de las transacciones económicas, pues las personas quedan sometidas a los cambiantes criterios de los jueces, con lo cual difícilmente pueden programar autónomamente sus actividades. En tercer término, en virtud del principio de igualdad, puesto que no es justo que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo juez. Y, finalmente, como un mecanismo de control de la propia actividad judicial, pues el respeto al precedente impone a los jueces una mínima racionalidad y universalidad, ya que los obliga a decidir el problema que les es planteado de una manera que estarían dispuestos a aceptar en otro caso diferente pero que presente caracteres análogos. Por todo lo anterior, es natural que un Estado de derecho, los ciudadanos esperen de sus jueces que sigan interpretando las normas de la misma manera, por lo cual resulta válido exigirle un respeto por sus decisiones previas”. (Se subraya)
Posteriormente la Corte Constitucional en sentencia C- 836 de 2001, consideró:

“El artículo 1º de la Constitución establece que nuestro país es un “Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria”. Esta forma de organización implica la unidad del ordenamiento jurídico, que se vería desdibujada si se acepta que la autonomía judicial implica la facultad de interpretar el ordenamiento sin tener en cuenta la interpretación que haga la cabeza de la respectiva jurisdicción. La consagración constitucional de una estructura jurisdiccional que, aun cuando desconcentrada, es funcionalmente jerárquica, implica que, si bien los jueces tienen competencias específicas asignadas, dentro de la jerarquía habrá –en principio- un juez superior encargado de conocer las decisiones de los inferiores. En la justicia ordinaria dicha estructura tiene a la Corte Suprema en la cabeza, y eso significa que ella es la encargada de establecer la interpretación que se debe dar al ordenamiento dentro de su respectiva jurisdicción, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución”.
Igualmente en la Sentencia C-335 de 2008, indicó:

“Reconocerle fuerza vinculante a la jurisprudencia sentada por la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, redunda en una mayor coherencia del sistema jurídico colombiano, lo cual no se contradice con imperativos de adaptación a los cambios sociales y económicos. De igual manera, la vinculatoriedad de los precedentes garantiza de mejor manera la vigencia del derecho a la igualdad ante la ley de los ciudadanos, por cuanto casos semejantes son fallados de igual manera. Así mismo, la sumisión de los jueces ordinarios a los precedentes sentados por las Altas Cortes asegura una mayor seguridad jurídica para el tráfico jurídico entre los particulares”.
Considero por lo tanto, que la Sala A quo al desconocer el precedente constitucional sobre la materia objeto de estudio, no solo omitió el principio de igualdad, por cuanto para casos iguales, el Juez Constitucional de Tutela en éste caso, no podía resolver de forma distinta, más aún cuando el máximo tribunal constitucional en la citada sentencia SU-712 de 2013 determinó el contenido y alcance de los preceptos de la Carta en materia de la facultad del Procurador General de la Nación de investigar la conducta de los servidores públicos de elección popular.
TERCERO.- Facultad de delegación del Procurador General de la Nación: El fallo de instancia cuestiona la facultad de delegación del Procurador General de la Nación, respecto de la competencia en acciones disciplinarias, argumento insustentable en la medida que desconoció inefablemente la Constitución cuando en su artículo 277, le defiere la función para que por sí o por medio de sus delegados y agentes vigile el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos, defender los intereses de la sociedad, velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas, ejercer vigilancia superior de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas, inclusive las de elección popular e imponer las respectivas sanciones conforme a la ley.

CUARTO.- Cuestionamientos del fallo de primera instancia al trámite disciplinario: Evidentemente existe una contradicción argumentativa del fallo de primera instancia respecto de la postura inicial de no entrar a cuestionar el proceso disciplinario en sí, pero durante el desarrollo de dicha argumentación  y fundamentado en la supuesta falta de competencia del Procurador General de la Nación, plantea, cuestiona y define aspectos de fondo del proceso disciplinario, que según su criterio fueron violados durante su trámite, tales como aplicación indebida del procedimiento, delegación de dicha facultad, no permitirse el ejercicio pleno del derecho de defensa al denegar pruebas solicitadas por el disciplinable (prueba de concepto técnico de la Universidad Nacional y testimonio del señor Emilio José Tapias -fls 73 a 77). Debe señalarse que la valoración probatoria corresponde autónomamente al operador jurídico, quien en ejercicio de dicha potestad determina si la prueba solicitada es conducente y pertinente y de no encontrarlo así la rechazará –artículo 132 de la ley 734 de 2002-; por lo tanto no le es dable a un tercero ajeno al proceso, entrar a cuestionar una determinada decisión en materia probatoria, como erradamente lo hace el fallo de tutela impugnado, invadiendo la autonomía del operador disciplinario en este caso; correspondía al sujeto procesal y no al Juez de Tutela, controvertirla dentro de la instancia respectiva.

Conforme a lo antes expuesto, sustento la aclaración del voto anunciado en la referida Sala.

ANGELINO LIZCANO RIVERA
Magistrado
� Artículo 118 de la Constitución Política de Colombia.





